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Montevideo» diciembre de 1979

Señor Secretario General de las Naciones Unidas 

Or, Kurt Waldheim

Distinguido señor Secretorio General,

Tenemos el honor de enviarle adjunto el texto de le Comunicación 

"Derechos Humanos en Uruguay - Actos, Institucionales - Quinta Parte11, 

per medio de la cual ponemos en vuestro conocimiento nuevos y dramáticos 

aspectos de una situación reveladora de un cuadro persistente de violacio 

nes manifiestas, graves y sistemáticas de los derechos humanos, Que se 

hallan perfectamente probadas, y de la que resulta responsable el gobierno 

de la República Oriental del URUGUAY.

El diario "El País" de Montevideo, publicó en su edición del día 

sábado 10 de marzo de 1979 una crónica de lo sucedido en la sesión de la 

Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, que trataba de la viola­

ción de derechos humanos por parte del gobierno de Uruguay. En dicha 

edición figura una versión completa de lo que -según el cronista- habría 

sido la decisión adoptada por la Comisión en sesión privada* Más allá de 

lo que esto significa como quiebra del principio de confidencialidad, 

establecido por la Resolución 1503 del ECOSOC, configura un hecho insólito 

que el cronista al menos durante las reuniones públicas, se sentara en los 

lugares reservados a la delegación uruguaya sin formar oficialmente 

parte de ella. Si fuera correcta la versión de ”E1 País1’ se ha solicitado 

del Secretario General: "Que informe a la Comisión de Derechos Humanos 

en su 36to, período de sesiones acerca de cualquier novedad relativa a 

esa situación". Y también se encomienda a la Comisión de Derechos Humanos : 

" Proseguir el examen de la situación en el Uruguay a la luz de la 

información proporcionada por el Secretario General o procedente de otras 

fuentes".



Nos parece entonces justo y legítimo que vuestra Secretaría y los 

señores Miembros de la Comisión puedan disponer no solamente de la in­

formación que pudiere proporcionar el gobierna uruguayo, sino también 

de la emanada de otras fuentes y sobre todo de aquella procedente de 

las propias víctimas de la situación, ciudadanos uruguayos que hemos 

acudido a las Naciones Unidas desde 1976, pidiendo se investigara el 

caso uruguayo.

También en esta oportunidad, como en las anteriores nos apoyamos 

en el procedimiento establecido en la Resolución 1503 (XLVIIl) del 

ECOSOC, de 27 de mayo de 1970 para "examinar las comunicaciones rela­

tivas a las violaciones de los derechos humanos y las libertades funda­

mentales".

La información contenida en esta comunicación as actual, se refiere 

a la situación presente, e informa sobre el mecanismo utilizado por las 

autoridades militares y algunos civiles complacientes, para instituciona­

lizar un régimen ilegítimo dotando al país de nuevas instituciones 

aprobadas a espaldas de la voluntad popular y que perpetuarán las viola­

ciones de derechos fundamentales, Ello resulta hoy más importante dado 

que al régimen dictatorial ha lanzado una profusa propaganda tendiente a 

hacer creer a la opinión internacional que está empeñado en un plan para 

el retorno a la vida democrática y a la vida política. En la página 15 

pueden verse algunos datos de dicho "plan".

Por lo expresado, en nuestra calidad de víctimas de los atropellos , 

solicitamos que esta comunicación sea tenida en cuenta, ppr vuestra 

Secretaría al preparar su informe y que también sea considerada por la 

Comisión de Derechos Humanos en su 36to. período de sesiones, a celebrarse 

en febrero y marzo de 1980, conjuntamente con otros elementas de que 

disponga la Comisión,

En anteriores comunicaciones hemos señalado las razones que nos 

asistan para pedir que nuestros nombres no sean comunicados al gobierno 

de Uruguay, a fin de disminuir los riesgos de represalias con motivo de



la presentación de esta denuncia (letra O, art. 2 Resolución 728 del EGDSOC). 

Pero reiteramos también el ofrecimiento de nuestra más amplia colaboración 

para aportar los testimonios personales que se puedan considerar conveniente.

Fijamos como domicilio a todas los efectos necesarios a la tramitación 

de la presante, así como para recibir de la Secretaría la información del 

caso, el siguiente:
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ACTOS INSTITUCIONALES

Esta nueva comunicación tiene por objeto informar a la Comisidn de 

Derechos Humanos da Naciones Unidas sobre el mecanismo utilizado por 

las autoridades militares de Uruguay para institucionalizar un régimen 

ilegítimo, para dotar al país de nuevas instituciones aprobadas a 

espaldas de la voluntad popular, y que plasman un sistema de gobierno 

en el que los militares juegan el rol prominente y casi exclusivo.

Esos mismos militares son responsables de la destrucción de las formas 

democráticas, y de violaciones manifiestas, graves y sistemáticas de 

los derechos humanos y las libertades fundamentales de quienes habitan 

el país.

En el correr del ano 1976, en ocasión de un nueuo golpe militar que 

esta vez destituía al Presidente Bordaberry - uno de los coautores 

del golpe de Estado de junio de 1973 - y siguiendo experiencias de 

otros países vecinos (Argentina, Brasil, Chile), irrumpen en el derecho 

uruguayo dos nuevas formas jurídicas: los DECRETOS CONSTITUCIONALES y 

los ACTOS INSTITUCIONALES. El acta notarial por la que los militares 

instalan como Presidente a Alberto Demichelli (12/junio/ 1976) califica 

por primera vez en la nueva historia de las normas jurídicas uruguayas, 

como "Decretos Constitucionales" los N? 464 de 27/Vi/73, N® 1073 de 

18/XII/73, y NO 537 de 29/VI/74 ( que se referían al golpe de Estado, 

a la puesta en funcionamiento del Consejo de Estado, a la sustitución 

del Presidente de la República para el caso de vacancia, por el 

Presidente del Consejo de Estado y a la creación del Consejo Económico 

y Social).

Por vía también de Decretos Constitucionales se fueron sancionando los 

que se llamaron "Actos Institucionales", aprobados solamente por el 

Presidente y los Ministras del Interior y de Defensa Nacional. Todos 

ellos(hay 8 hasta el presente) han sido dictados por el "Poder Ejecutivo, 

en uso de las facultades que le confiere la institucionalización
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del proceso revolucionario”, fórmula que encontraron los detentadores 

ilegítimos del poder para apartarse de las formas Constitucionales.

Ninguna de ambas categorías (Decretos Constituciónales-Actas Institucio­

nales) existe en el derecho uruguayo. Los Actos Institucionales, en 

los que el gobierno se atribuye facultades constituyentes que el 

derecho no le reconoce, tienen por objetivo institucionalizar un 

régimen autoritario y antijurídico, modificando la Constitución política 

sin ajustarse a los procedimientos establecidos al efecto. Así el 

gobierno se colocó por sobre la ley, la Constitución y la voluntad 

popular. En definitiva, los Actos Institucionales se dictaron con 

mucho menos requisitos e intervención de menor número de autoridades 

que los exigidos para la aprobación de leyes ordinarias,

Gomo afirmaba Kelsen , el principio de legitimidad significa que “le 

norma jurídica permanece válida mientras no sea derogada en la forma 

que el mismo orden jurídico determina”. Y el orden Jurídico uruguayo 

determina que la Constitución sólo puede ser modificada por los proce­

dimientos que ella misma establece y sujeto en todos les casos, a la 

previa aprobación del cuerpo electoral, en referéndum. El Estado de 

Derecho se diferencia del policial o totalitario en que en el primero 

la autoridad se somete al derecho, se obliga a cumplir con él; el 

derecho obliga por igual a gobernados y gobernantes. Y a su vez, las 

autoridades no pueden modificar el derecho existente, sino siguiendo 

las formas previamente establecidas. La nueva ”institucionalidad'’ a 

la que tan a menudo se refiere el gobierno uruguayo, supone que no 

existan normas que puedan limitar las facultades de los gobernantes.

Con la firma del Presidente Alberto Demichelli se aprobaron el 12 de 

junio de 1976 los Actos-Institucionales No.1 (suspensión sine-die de 

les elecciones) y No.2 (creación del Consejo de la Nación, atribuyéndole 

competencias y otorgando nuevas facultades al Consejo de Estado).

m Kelsen; Teoría General, perag. 137,
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Con la firma de Aparicio Méndez (instalado por los militares en la Presiden­

cia el 1* de setiembre de 1976) se aprobaron:

- el mismo 19 de setiembre los A.I» Nos.3 (creación del Ministerio de 

Justicia, de la Secretaría de Planeamiento, Coordinación y Difusión, 

limitación de la autonomía de los Gobiernos Departamentales) y NM 

(proscripciones políticas);

- el 20 de octubre de 1976 el A.I. N9 5 (sobre Derechos Humanos);

- el 19 de enero de 1977 el A.I. N* 6 ( se interviene la Justicia y 

Administración Electoral);

- el 27 de junio de 1977 el A.I. N9 7 (despido o destitución de funciona­

rios públicos);

- el 19 de julio de 1977 el A.I. N* 8 (subordinación de la Administración 

de Justicia al Poder Ejecutivo.

En base a los descriptos mecanismos y otras adoptados desde el gobierno, 

queda actualmente en manos de los jefes militaras:

— adoptar decisiones trascendentales desde el Consejo de la Nación;

- decidir desde b1 Poder Ejecutivo;

- decidir desde el COSENA;

- decidir desde el Consejo Económico y Social;

- decidir desde la Junta de Comandantes en Jefe;

- decidir desde la dirección de los Entes Autónomos y Servicios Descentra­

lizados Estatales;

- decidir desde les Intendencias Departamentales;

- influir desde la Secretaría de Planeamiento, Coordinación y Difusión;

- trazar la línea política de conducción del país desde la "Comisión 

Política de las fuerzas armadas";

La base ideológica que les sirve de sustento es la "ideología de la 

Seguridad Nacional, incorporada al A.I. N» 2.
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ACTO INSTITUCIONAL : N* 1 - 12 de junio de 1976

Suspensión sine-die de las elecciones

Fue aprobado por el llamado Decreto Constitucional N2 1/976. Su fundamento, 

de acuerdo a los Considerandos, radica en que el Decreto de 27/junio/73 que 

establece un "orden institucional transitorio”, consagra la incompatibilidad 

de la paz social con el libre Juego de los partidas políticos en las actuales 

circunstancias. En base a ello y como consecuencia: "Suspéndese, hasta nuevo 

pronunciamiento, la convocatoria a elecciones generales prevista por el

■ artículo 77 inciso 9a de la Constitución de la República,,." Debían cele­

brarse el último domingo de noviembre de 1976 y eran las primeras luego del 

golpe de Estado,

ACTO INSTITUCIONAL N* 2 - 12 de junio de 1976

Consejo de la Nación y Consejo de Estado

Aprobado por el Decreto Constitucional N^ 2/976. En los Considerandos 

que sirven de fundamentación se dice que dada la situación de emergencia que 

vivió el país, el Poder Ejecutivo hizo uso de potestades constituyentes (1), 

disolviendo ambas Cámaras y creando un Consejo de Estado con competencia 

legislativa. Asegura que este "nuevo orden" fue admitido pacíficamente en 

el plano nacional e internacional (para qué entonces la represión?) y que 

debe ser institucionalizado. Habla de una permanente agresión marxiste 

internacional y que el orden social e institucional será restaurado en lo 

interno, "cuando el mundo, y el País en él, lleguen a la ansiada estabilidad,..

Tan mesiánicas palabras sirven de sustenta a una profunda y radical 

alteración de las instituciones uruguayas, hechas a espaldas de la voluntad



popular. En concreto, el siguiente es el contenido del Acto:

a» Crea un nuevo organismo, el CONSEJO DE LA NACION y le atribuye competencias. 

En este nuevo cuerpo, instalado el día 27 de junio de 1976, se concentra 

contra toda tradición democrática, el poder elector y el constituyente.

Se ubica por encima de los tres Poderes, en la cúspide de la estructura 

del Estado. En él predomina la opinión militar, no sólo porque son ellos 

quienes detentan el poder real en el país, tienen la fuerza y controlan 

todos los lugares claves, sino porque lo integran todos los generales 

del ejército o grado equivalente de la Armada y la Fuerza Aérea, en 

servicio activo. Por el tipo de quórum establecido (^3) pare adoptar 

decisiones, ninguna podrá tomarse sin el consentimiento militar.

- Integración - Se forma con los miembros del Consejo de Estado(25) y 

de la Junta de Oficiales Generales (22). Sus decisiones, excepto las 

de orden interno, serán tomadas por mayoría dé 2/3 del total de sus 

componentes (art. 2).

- Competencia — Designar al Presidente de la República, al Presidente 

y miembros del Consejo de Estado, miembros de la Suprema Corte de 

Justicia, del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y de la Corte 

Electoral (art. 1, a).

- Entender en las acusaciones que, por delito grave, desarreglos de con­

ducta, etc. formulen 10 de los componentes del cuerpo, o el Consejo de 

Estado contra: el Presidente de la República, los Ministros de Estado, 

Consejeros de Estado, miembros de la Suprema Corte de Justicia, del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo y la Corte Electoral (juicio 

político) (art.l,b).

— En caso de vacancia de la Presidencia de la República ocupará su cargo 

el Presidente del Consejo de Estado en funciones de Vicepresidente; si 

fuere definitiva, el Consejo de la Nación designará el nuevo Presidente 

en un plazo no mayor de 60 días (art.3).
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- Designar - en cesas de vacancia - los titulares de todos los cargas 

reclutados por procedimiento electoral hasta la proclamación de las 

primeras elecciones generales que se celebren (entran aquí los Intenden­

tes, miembros de las Juntas Departamentales, etc.) (art. 10).

b> Repite y atorga nuevas competencias al Consejo de Estado (art. 4):

- la actividad legislativa. En este aspecto el texto establece que las 

proyectas de leyes en materias que la Constitución no declara como de 

iniciativa privativa del Ejecutivo, serán siempre sometidas previamente 

r,al custodio de éste1'. Un decreto de 1- de julio de 1976 reglamentó 

esta norma fijando plazos y reiterando que si un miembro del Consejo de 

Estado desea proponer una iniciativa (proyecto de nueva ley» modificación 

o derogación de alguna existente) debe, antes de hacerlo, someter su 

propuesta a examen del Ejecutivo; recién luego de recibida la opinión 

de este Poder, la iniciativa podrá ser considerada por el Consejo de 

Estado.

- Funciones de control y co-administración que la Constitución atribuía 

a la Asamblea General Legislativa;

- Acusar ante el Consejo de la Nación a las personas ya indicadas (juicio 

político).

- Controlar la gestión del Ejecutivo relacionada con el respeto de los 

derechos individuales y la sumisión de dicho Poder a la Constitución 

y a la ley.

- Preparar el anteproyecto de Constitución ,

Ya tenía muchas de estas atribuciones, concedidas per el Decreta da su 

creación (ns 464/73).

c, Da rango jerárquico al Conseja de Seguridad Nacional (COSENA) aún cuando 

en los hechos ya lo tenía. Al preveer determinados quórums y procederes 

para las que denomina como leyes fundamentales, a dictarse en las 

materias que indica, establece que dichas leyes serán propuestas por el
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Ejecutivo "en Consejo tie Ministros e integrado con el Consejo de 

Seguridad Nacional" (art* 6).

d. Reconoce el Ejecutivo, actuando con el COSENA, competencia privativa 

para la "determinación de los objetivos nacionales" y la "formulación 

de los Principios y bases fundaméntalas" para la redacción del futuro 

texto constitucional (art, 6),

e. El Consejo de la Nación y el Ejecutivo en pleno se "corporizarán* en 

Asamblea Constituyente para aprobar el proyecto tie nueva Constitución 

preparado por el Consejo tie Estado y que será luego sometido a ratifi­

cación popular (art, 11).

f. En cuanto a los militares:

— se dispone que la preservación de la Seguridad Nacional es de competen­

cia y responsabilidad directa de las fuerzas armadas;

- que los militares y el personal policial en actividad, sin distinción 

de grados, tienen suspendido el ejercicio de todos los derechos 

políticos, incluido el voto (arts, 7 y 9).

g, Sustituye y deroga artículos de la Constitución vigente que se refieren 

a la materia presupuesta!. Deroga también en forma genérica, todo 

artículo Constitucional que implícitamente se oponga al Acto (arts.5 y 12),

El poder elector en el Consejo de la Nación se establece en violación abierta 

de los siguientes artículos Constitucionales:

- 151, que establece que el Presidente y Vicepresidente de la República 

serón elegidos por voto popular directo;

- 00 y 94, que establecen el voto popular directo pera la elección de los 

miembros tie las Cámaras de Representantes y Senadores, que se intentan 

sustituir por el Consejo de Estado;

- 236, que regula la designación por la Asamblea General, de los miembros 

tie la Suprema Corte de Justicia;
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- 3D8, que regula la designación por la Asamblea General de los miembros del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo;

- 324, que dispone que los miembros de la Corte Electoral serán designados 

por le Asamblea General en base a un sistema equilibrado। en el que 

coexistirán ciudadanos que representen una garantía de imparcialidad 

política y representantes de los partidos políticos mayoritarios;

- 27D| que establece el voto popular para la elección de Intendentes y 

miembros de las Juntas Departamentales,

-oOo-
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ACTO INSTITUCIONAL Na 3 - 19 de setiembre de 1976

Ministerio de Justicia, Secretaría de Planeamiento, Coordinación y Difusión, 

Autonomías Depertamentales

En lo que pretende ser una Justificación doctrinaria para dejar de lado el 

principio de la separación entre los poderes del Estado, dice el Acto en sus 

Considerandos: "que en nuestra derecho público tradicional ha dominado de 

los dos principios cardinales que sustentan las relaciones de poderes, el 

negativo de la separación, comprometiéndose la supremacía natural que 

corresponde al Ejecutivo como órgano de dirección,..’1. Y que esa supremacía 

es un imperativo de las cirsunstancias que vive el mundo# Estos conceptos 

aparecen, expresa o implícitamente en todos los Actos Institucionales dictados 

hasta el presente.

a. Para corregir este "defecto" se crea el Ministerio de Justicia (art. 2) 

al que corresponderá el orden de relaciones entre el Ejecutivo, el Poder 

Judicial y demás entidades jurisdiccionales, excepto la Militar, que 

sigue por tanto dependiendo del Ministerio de Defensa Nacional. No es 

que ataquemos la existencia de un Ministerio de Justicia, desde que 

muchos países democráticos lo tienen; el caso es que con la comentada 

norma se inicia el camino para eliminar la independencia de la Adminis­

tración de Justicie, camino completado con la aprobación del Acto 

Institucional N® a que analizaremos más adelante. El mecanismo de que 

se valdrá el gobierno militar es precisamente, el Ministerio de Justicia.

b. Crea también el Acto, una Secretaría de Planeamiento, Coordinación y 

Difusión, dependiendo directamente de la Presidencia de la República 

(art. 3), que será dirigida por un Secretaria con rango de Ministro de 

Estado y que se integrará con los demás Ministros o sus representantes. 

A su frente se colocó a un militar. El cometido del nuevo órgano es el
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de asistir al Ejecutivo en la formulación de los Planes y Programas de 

Desarrollo, coordinar su ejecución y difundirlos entre la población (art.4).

c. En el mismo orden de ideas (centralización gubernativa, supremacía del 

Ejecutivo) dispone que las "Administraciones Municipales se mantendrán 

en régimen de intervención.*,'' hasta que se apruebe el nuevo texto 

constitucional (art. 5). Como se sabe, luego del golpe de Estado el 

gobierno militar nombró interventores que pasaron a ocupar el lugar de 

los Intendentes Departamentales (encargados de las funciones ejecutivas 

en el ámbito departamental), que eran cargos de elección popular. 

Posteriormente, con el Acto Institucional N2 2 la potestad de nombrar 

los Intendentes pasó al Consejo de la Nación. Es conveniente señalar 

que el Acto N5 3 institucionaliza la existencia de las "Juntas de Vecinos", 

organismos que recogen las competencias legislativas y de contralor a 

nivel departamental que la Constitución otorga a las 19’ Juntas Departamen­

tales, órganos también de elección popular. Estas últimas fueron disueltas 

luego del golpe de estado y en su lugar se crearon las Juntas de Vecinos, 

cuyos miembros son nombrados por el Consejo de la Nación. Por el art. 5 , 

b)se "suprime la potestad tributaria municipal" o sea la facultad que la 

Constitución reconoce a los órganos de Gobierno y Administración Departa­

mental de crear impuestos, tasas y contribuciones. Las tasas y tarifas 

por servicios de prestación municipal deberán ser de ahora en adelante 

aprobadas previamente por el Ejecutivo. Las normas comentadas terminan 

con la autonomía en materia tributaria y descentralización que habían 

logrado los Departamentos y que permitía que los principales asuntos 

municipales, fueran resueltos por los representantes electos de cada zona.

d. Finalmente, el Acto institucionaliza definitivamente (lo había hecho en 

parte el A.I. 2) el Consejo de Seguridad Nacional (COSENA) y lo transforma 

en un órgano que integra el Poder Ejecutivo junto con el Presidente y el 

Consejo de Ministros, Sus miembros tendrán categoría y tratamiento 

ministeriales (art. 1).

-oOo-
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ACTO INSTITUCIONAL NO 4 - Ifi de setiembre de 1976

Proscripciones políticas

En sus Considerandos se refiere a la "descomposición institucional" que 

habría hecho necesario el golpe de Estado, arrojando las culpas sobre la 

subversión y la inercia de los partidos políticos. Dice que desde los 

cargos de gobierno los responsables permitieron "con acciones y omisiones , 

llegando en algunos casos a la participación..." el caos y toda una serie 

de males.

Por primera vez en un documento oficial se habla de que la situación "obligó 

a suspender transitoriamente toda actividad de los partidos políticos..." 

En efecto, si bien el 28 de noviembre de 1973 el gobierno había decretado 

la disolución y puesta fuera de la ley de 14 partidos, agrupaciones políticas, 

sindicales y estudiantiles, no había dicho ni una palabra sobre la actividad 

de los restantes partidos, que permanecían por consiguiente dentro de la 

ley. No obstante, en la realidad de los hechas desde el golpe de Estado 

(27 de junio de 1973) todos los partidos y agrupaciones políticas fueron 

colocados "en receso”, lo que implica prohibición absoluta de toda actividad 

política. Y decimos por la vía de los hechos porque pese a no haberse dictado 

norma alguna, quien realizaba y realiza actividades políticas, si forma parte 

de los partidos que fueron mantenidos dentro de la ley, será detenido en 

virtud de "Medidas Prontas de Seguridad”, detención de duración indefinida.

El decreto de noviembre de 1973 desencadenó la represión contra los militantes 

y simpatizantes de los partidos colocados fuera de la ley, a quienes se 

somete a la justicia militar en función de la Ley de Seguridad del Estado 

y el Orden Interno. Incluso ha sido frecuente el dar efecto retroactiva al 

decreto, desde que los jueces militares han dictado condenas por el simple 

hecho de haber, en el pasado, formado parte de tales grupos.

Para "preparar la incorporación de las nuevas generaciones a la vida política
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• *.“ (Considerando 4) se atribuyen ahora sanciones y proscripciones políticas 

a 7 categorías de personas que en conjunto superan los 10.000 ciudadanos.

El Acto prohíbe por el término de 15 años toda actividad política, incluido 

el voto a:

1. todos los candidatos a cargos electivos que integraron las listas para las 

elecciones de 1966 y 1971 de los "Partidos o Grupos Políticos marxistes 

y pro-marxistes declarados ilegales” por Decretos de diciembre de 1967 

(que había disuelto 6 agrupaciones políticas de izquierda) y de noviembre 

de 1973 (ya citado). De tal forma quedan comprendidos en la prohibición 

los candidatos del Partido Socialista, Partido Comunista, Movimiento 

Revolucionario Oriental (MRO), Unión Popular, Partido Obrero Revolucio­

nario (POR). Esta enumeración sólo alcanza a aquellos de los grupos 

disueltos que concurrieron a las elecciones (art. l,a).

2. todas las personas procesadas por delitos de “lesa nación”, o sea de tipo 

político (art. l,b). A la monstruosidad del Acto se suma una diferente; 

basta que una persona sea “procesada” o sea que se le inicie un proceso 

penal, sin que tenga importancia que el proceso termine en absolución 

o sobreseimiento por haberse probado su inocencia.

Prohíbe por el término de 15 años toda actividad política, con excepción 1 

del voto a:

3. todos los candidatos a cargos electivos que integraron las listes para ( 

les elecciones de 1966 y 1971 de las "Organizaciones Políticas que 

estuvieran asociadas electoralmente con las organizaciones mencionadas...” 

(en el N9 1). Incluye al Partido Demócrata Cristiano (PDC), la Lista 99, 

sector escindido del Partido Colorado, etc. (art.2,a).

En resumen los ciudadanos comprendidos en los numerales 1) y 3) constituyen 

la totalidad del Frente Amplio, coalición política que concurrió a las

elecciones de 1971 bajo el lema del Partido Demócrata Cristiano,
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4. todas las personas procesadas por delitos contra la Administración 

Pública, cometidos durante el ejercicio de cargos políticos (art.2,b). 

Le corresponde igual crítica que a los del grupo 2], desde que también 

se habla de “procesadas”»

Prohíbe por al término de 15 años toda actividad política, con excepción del 

voto a:

5. todos los candidatos a la Presidencia y Vice Presidencia de la República 

que integraron listas para las alecciones de 1966 y 1971 (art, 3,a). 

Por este norma se castiga a los partidos llamados "Tradicionales" y aún 

a candidatos conservadores o de derecha.

6» todos los qua hubieran ocupado efectivamente (ya fuera como titulares 

o suplentes) bancas en la Cámara de Senadores o de Representantes en el 

período que va desde el 19 de marzo de 1967 a la fecha dal golpe militar. 

También aquí se castiga a todos loa sectores políticos. Los únicos 

exceptuados -claro está- son los colaboradores del régimen militar, o sea 

"los que estén ocupando cargos políticos a la promulgación de la presente 

disposición" [art. 3,b).

7. los miembros de los actuales Directorios de todos los partidas políticos 

(art, 3, c).

Quienes violen la proscripción política recibirán Ranclones (art. 6) consis­

tentes en:

- para quienes estén desempeñando cargos públicos, la destitución;

- para quienes se hayan retirado y gocen de jubilación, la privación de 

hasta 1/3 de la misma por un período que puede ir de 6 meses a 2 anos;

- si quienes violan la proscripción son integrantes de partidos o grupas 

colocados fuera de la ley, el hecho apareja además de las anteriores, 

sanciones penales de conformidad con la Ley de Seguridad del Estado y 

el Orden Interno.
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Les tres clases de sanciones mencionadas ya han sido aplicadas en el correr 

de estos años. Por ejemplo a 6 legisladores del Partido Comunista que cumplen 

condenas impuestas por la justicia militar. Más recientemente» dos legisladores 

del Partido Nacional que viven en Uruguay roeiai privados de un tercio de sus 

haberes jubilatorios por el plazo de un año, en virtud del siguiente "delito”: 

haber remitida una nota a un diario oficialista - El País - aclarando que 

el Sr. Wilson Ferreira Aldunate, dirigente del Partido y Senador, no había 

participado en un acto celebrado en Italia por exiliados uruguayas, como lo 

informara el diario y pedir la rectificación. Un decreto Presidencial de 

22 de agosto de 1976 resuelve que los legisladores en cuestión, incluyendo al 

- Sr. Ferreira Aldunate, tienen prohibidas sus actividades políticas y que la 

nota de referencia configura "un acto típico de naturaleza política que 

quebranta el régimen de inhabilitación...". Este último hecho ya supera las 

posibilidades imaginables de persecución.

Para completar el panorama, el A.I. declara en su art. 6 que las sanciones 

que adopte el Ejecutivo contra los infractores, serán consideradas como 

"actos de gobierno", lo que significa que no pueden ser discutidas ni contro­

ladas a nivel jurisdiccional.

El art, 4 del Acto crea una comisión purificadora, llamada Comisión Interpre­

tativa, integrada por un representante del P. Ejecutivo (fue designado un

General, el Ministro del Interior), otro nombrado por el Consejo de Estado

y un tercero nombrado por la Junta de Comandantes en Jefe. El cometido de 

la Comisión es el de "rehabilitar" a algunos de los incluidos en el art. 3

(candidatos a la Presidencia y Vice Presidencia de la República, que no hayan

- en todos los casos - de los partidos marxistes, pro-marxistes a los que 

hubieran estado asociados electoralmente con ellos en las elecciones de 1966 

y 1971). Procederá de oficia a a petición de parte y sus decisiones son 

irrecurribles.

Si bien otros países de la región, gobernados también por regímenes militares
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aplicaron medidas de proscripción políticas similares, quizás ninguno llegó 

tan lejos si se tiene en cuenta la relación del número de afectados con la 

población total. Ultimamente el gobierno ha publicado declaraciones y ha 

explicado a la Comisión de Derechos Humanos de N.U. su intención de restablecer 

algunos derechos conculcados, entre ellos los políticos. Pues bien, no existe 

un sólo y único hecho que traduzca tales intenciones en realidades. Más bien 

las declaraciones habrían sido motivadas por la necesidad del gobierno de 

mejorar su imagen deteriorada a nivel internacional y de salir del aislamiento 

en que se mueve. Los derechos políticos no se han restablecido y el régimen 

propone una parodia de elecciones para 1991, con un candidato único nombrado 

por los dos partidos políticos que serán autorizados ( los "tradicionales") 

y que deberá contar con el aval o visto bueno de los jefes militares. Quedan 

excluidos del proceso todos los grupos marxistes, cristianos y los que en 

algún momento se unieron con ellos en períodos electorales. La "restauración 

política” se hará manteniendo en toda su fuerza el Acto Institucional N9 4 

que como vimos, privó de sus derechos a más de 10.000 ciudadanos.

-oOo-



- 16 -

ACTO INSTITUCIONAL N9 5 - 20 de octubre de 1976 

Derechos Húmenos

De acuerdo a sus Considerandos, el decreto se dictó frente a la 

existencia de la subversión y el terrorismo "generalizados en los 

países con regímenes democráticos de gobierno", así como también por 

la necesidad de "moralizar los organismos internacionales" que los 

redactores de la norma consideran corrompidos (Considerandos III y VIIl).

El Acto consiste en una mezcla curiosa. Por un lado afirme, en lo que 

sería una especie de declaración de principios (art. 1) la vigencia de 

los Derechos Humanos por encima aún de cualquier previsión de la norma 

escrita; por otro establece que la "defensa de los Derechos Humanas 

e Individuales...", "debe regularse en función de la seguridad interna" 

(art. 3). Con esto último se quiere consolidar la tesis de que lo 

prioritario es la seguridad; más tarde y supeditados a ella los derechos 

humanos. En la situación actual de Uruguay, los militares, únicos 

jueces y árbitros en materia de seguridad nacional, dirán la forma en 

que podrán armonizarse ambos conceptos. Y el resultado es que un 

ciudadano cualquiera, sólo podrá hacer valer sus derechas fundamentales, 

siempre y cuando con tal ejercicio no se afecten o rocen aspectos 

relativos a la seguridad.

El art. 4 establece condiciones para que el Estado uruguayo admita la 

tutela de los derechos humanos, por parte de organismos internacionales. 

Esas condiciones son:

- que la tutela sea asegurada por "tribunales internacionales, 

profesionales, permanentes" designados con las máximas garantías 

de imparcialidad;

— que solamente se admitirán denuncias de violaciones, cuando fueren 

hechas por "otros estados signatarios de las tratados respectivos ";
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- que el Estado denunciante admita simultáneamente denuncias de 

violaciones, hechas contra él por el Estado denunciado;

- no se aceptarán denuncies hechas ”a título particular o por 

organismos privados nacionales o internacionales...”

Al dictar este acto, las autoridades olvidaron compromisos asumidos 

por Uruguay a escala internacional, violando con ello normas expreses 

de derecho internacional. Así los arts. 1 y 2 del Protocolo Facultativo 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ratificado 

por Uruguay en 1969, por lo que sus normas pasaron a integrar el derecho 

interno al mismo nivel que la ley. En efecto el Protocolo admite 

denuncias individuales hechas por cualquier persona sobre presuntas 

violaciones de derechos humanos; denuncias que serán consideradas por 

el Comité de Derechos Humanos, organismo integrado por 10 expertos 

de distintas nacionalidades. Viola también el Reglamento de la Comisión 

Interamericana de Derechos Huamnos (arts. 30 y 53) en cuanto éste 

también admite denuncias individuales, así como las que fueran presenta­

das por organizaciones no gubernamentales, nacionales o internacionales, 

que cundían determinados requisitos. Lo mismo podría decirse del 

art. 44 de la Convención Americana sobre Derechos Huamnos, que pese a 

no haber sido ratificada por Uruguay, constituye la '‘doctrina más 

recibida” en materia de protección regional de derechos humanos, corno 

lo ha reconocido la misma CIDH.

Finalmente también parece le autoridad cívico-militar olvidar los 

términos de la Resolución 1503 del ECOSOC, de 27.V.70, en virtud de la 

cual en estos momentos las Naciones Unidas están considerando la 

situación de los derechos humanos en Uruguay, sobre la base de 

comunicaciones hechas por víctimas de violaciones y por organizaciones 

internacionales no gubernamentales.

Entre los objetivos del Acto, además del de descartar toda denuncia
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hecha por quienes padecen las violaciones (sic) estaría el de 

también descartar denuncias hechas por organizaciones responsables coma 

Amnesty International, la Comisión Internacional de Juristas, el 

Movimiento Internacional de Juristas Católicos, el Comité Internacional 

de la Cruz Roja (CICR) y muchas otras.

-oOo*
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ACTO INSTITUCIONAL N2. 6 - 19 de enero de 1977

Justicia y Administración Electoral

Es todo lo relacionado con los distintos actos y procedimientos electo­

rales, sean elecciones, plebiscito» referéndum, organizar el proceso 

electoral, inscripciones, cómputo de votos, proclamación de resultados, 

etc. Comprende la potestad de conocer y decidir en los eventuales 

conflictos que puedan plantearse; de aplicar penas por delitos electorales, 

tal como se hallan definidos en la Constitución.

De acuerdo al derecho uruguayo, 3 organismos tenían a su cargo esta 

tarea, respetándose adecuadamente el control de los partidos políticos 

sobre ella.

Corte Electoral, como órgano máximo. Estaba integrada por 9 miembros 

designados por la Asamblea General: 5 de ellos nombrados entre ciudada­

nos que representen una garantía de imparcialidad política (llamados 

neutrales) y 4 miembros representantes de los dos partidos políticos 

mayoritarios, Colorado y Blanco ( representantes partidarios).

Oficina Nacional Electoral, dependiente de la Corte y a cuyo cargo 

estaba, entre otras la tarea de llevar al día el ñegistro Cívico Nacional.

Juntas Electorales Departamentales, también dependientes de la Corte y 

que eran designadas por elección popular, estando -hasta este Acto- 

representadas en ellas todos los partidas políticos.

El objetivo central del A.I. N® 6 es llevar el control del gobierno sobre 

tocios los organismos que tienen a su cargo la justicia electoral, por la 

importancia que pueden jugar en el futuro. Es claro que el problema
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no se plantea actualmente, desde que el régimen ha suspendido ilegalmente 

todo tipo de elecciones.

Por el art. 1 del Acto se decreta la intervención de la Corte Electoral, 

de la Oficina Nacional Electoral y de las Juntas Electorales Departamen­

tales. En cuanto a la Corte, quedó integrada por 3 miembros, que el 

Ejecutivo designó entre “personas de notoria afiliación a ambos Partidos 

Tradicionales”, o sea Colorado y Blanco (art. 2). Es evidente que es 

el gobierno, o más bien los militares quienes determinan dicha "notoria 

afiliación". En los fundamentos del Acto se explica que dado que los 

5 miembros neutrales habían sido nombrados por la Asamblea General 

Legislativa, hoy disuelta, y los 4 miembros partidarios lo habían sido 

por partidos políticos "cuya actividad está suspendida momentáneamente", 

la Corte Electoral ya no representa la realidad institucional del 

namcnta*

Los cargos de Director y Subdirector de la Oficina Nacional Electoral 

pasan a ser calificados como de "particular confianza", lo que significa 

que podran ser destituidos por el Ejecutivo en cualquier momento y sin 

que hubieran incurrido sus titulares en alguna causal expresa determinada 

por la ley. El nombramiento también queda a cargo del Ejecutivo, ya que 

aun cuando se exige la propuesta de la Corte, el citado poder no queda 

obligado por ella.

Los miembros de las Juntas Electorales Departamentales (que como se vio 

eran electas por el pueblo) serán nombrados y destituidos por el Ejecutivo 

en los mismos términos explicados en el parágrafo anterior. Son también 

cargos de "particular confianza" (art. 4).

Todos los funcionarios de los organismos electorales - a partir del 

Acto - pesan a tener la calidad de "amovibles", con lo que pierden una 

gran parte de las garantías a la estabilidad en el cargo que la 

Constitución les reconocía. El mecanismo de destitución queda en manos
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del Ejecutivo (art. 6). Este es en realidad el primer peso dedo por el 

régimen para eliminar el derecho a la estabilidad en el cargo, que 

los funcionarios públicos habían adquirido luego de muchos años de lucha. 

El proceso se completará con la aprobación de los Actos Institucionales 

Nos» 7 y 0, que veremos más adelante.

El art. 5 pone a cargo de la Oficina Nacional Electoral el preparar un 

ante-proyecto de depuración del Registro Cívico Nacional ( en lo que 

jugará un papel principal el A.I. N» 4 de proscripciones políticas) y 

'•una mecánica del voto ajustada a las exigencias de la realidad actual".

La Justicia Electoral era una de las pocas instituciones que aún no 

habían sido desnaturalizadas per el régimen militar; con la aprobación 

del A.I. N2 S queda también afectada, pasando a depender del gobierno 

y quitando a los partidos políticos toda posibilidad de contralor sobre 

tan importante materia»

-oOo-
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ACTO INSTITUCIONAL N« 7 - 27 de junio de 1977

Despido n destitución de funcionarios públicos

Con une larga y extensa Fundamentación, el régimen emprende une profunda 

•'depuración0 del funcionariado estatal, mezclando motivaciones de neto 

contenido político e ideológico, con otras que pretende mostrar como 

fundadas en razones de mejor servicio público y de mayor nivel de 

eficiencia en la administración del Estado.

En lo que respecta a las últimas, el A.I* N2 7 se refiere a que "la 

excesiva garantía del funcionario es un factor perturbador en la gestión 

del Estado...". Que una política tradicional le ha otorgado una 

"estabilidad que lo hace casi invulnerable en un régimen de inamovilidad" 

(Considerando V), Según los redactores del Acto, es necesario luchar 

contra lo que llaman una clase burocrática; contra los defectos del 

sistema actual; hablan de la desnaturalización producida en le tramitación 

de los sumarios administrativos que deberían conducir a la destitución 

de los malos funcionarios, aunque en la realidad no se llega a ello 

debido a dos razones: el excesivo "rigor con que se encaran las causales 

de destitución por los propios sumariantes y asesores,..” y una "inter­

pretación liberal de la Justicia Administrativa" (Considerando Vl).(sic)

Insiste el Acto en que el funcionariado público se habría ido creando 

a lo largo del tiempo una situación de "irritante privilegio frente a 

los empleados y trabajadores de la industria y comercio privados..." 

(Considerando Vil) que es necesario combatir. Sostiene también que en 

virtud de layes que establecieron en el pasada un régimen de "disponibi­

lidad", determinadas personas seguían percibiendo su sueldo sin trabajar, 

logrando de esta manera un enriquecimiento injusto o indebido.

A esta altura se hace necesario que aclaremos en qué consistía este 

régimen de disponibilidad: cuando un sector o dependencia de la adminis­

tración pública no requería más los servicios de un funcionario



- 23 -

presupuestado (permanente), pero se trataba de ;n funcionario correcto 

contra el que no existían causales o motivos para destituirlo, se lo 

pesaba a una lista de ••disponibilidad”, para que otro sector o dependen­

cia de la administración pudiera disponer de sus servicios* Evidentemente 

el problema que menciona el Acto, si existió, tuvo por causa une práctica 

viciosa, ya que no era necesario que un correcto funcionario dejara de 

trabajar y siguiera percibiendo su sueldo; el pase a listas de disponibi­

lidad no implicaba esta solución, sino tenerlo en cuenta para lograr un 

funcionamiento más eficiente de la administración. Si por el contrario,se 

trataba de un funcionario omiso o inepto para el cumplimiento de sus 

funciones, no correspondía pasarlo a disponibilidad, sino destituirlo 

por “omisión” □ “ineptitud”, luego de darle debida oportunidad de defensa 

y comprobar los hechos alegados. Podía darse, y se deba, con respecto 

a aquellos que pasaban a disponibilidad, casos de funcionarios competentes 

que ya no eran necesarios en determinado sector, porque por ej. había 

terminado la tarea para la que se le había llamado, pero que podían ser 

útiles en otra repartición.

En cuanto al problema del exceso de funcionarios públicos pueden hacerse 

dos precisiones: a) si bien su número era muy elevado en Uruguay, lo 

que implicaba una pesada carga para el presupuesto nacional, hay que 

tener en cuenta que se trataba de un país en el que un gobierno liberal, 

había pasado a control del Estado numerosas actividades tales como: 

las normales en todo país, o sea servicios esenciales, la enseñanza en 

todos sus niveles, un sector importante de la banca, los servicios de 

electricidad, teléfonos, agua potable, ferrocarriles, transporte urbano, 

puertos, empresas industriales tales como la de refinación de petróleo, 

producción de alcohol, pesca, etc»; b) el problema del exceso podía 

solucionarse por la vía de no proveer vacantes producidas por causas 

naturales (decesos, jubilación, renuncias) y por la redistribución.
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Motivaciones políticas e ideológicas» Declaración de fe democrática

Sin embargo, los motivos verdaderos que llevaron a sancionar el A.I. 

N9 7 aparecen con claridad, pese a todo lo anterior. Sus redactores 

empiezan por recordar que no pueden ser funcionarios del Estado, 

aquellos que "formen parte de organizaciones sociales o políticas que 

por medio de la violencia o de propaganda que incitase a la violencia, 

tiendan a destruir las bases fundamentales de la nacionalidad" (Consid.l). 

Ya se conoce suficientemente la opinión del régimen en esta materia, lo 

que nos eximirá de mayores comentarios; todos los opositores políticos 

o sindicales son subversivos .

Expresa también el Acto que vivimos una etapa signada por el "paulatino 

debilitamiento de los derechos individuales ante las exigencias de la 

seguridad y el interés público" (Consid. V). Para terminar de mostrar 

los verdaderos objetivas -persecución ideológica- del A.I,, dice que en 

los hechos no se cumple a cabalidad con la exigencia preceptiva de 

requerir de los funcionarios una declaración Jurada de su "afiliación 

a los regímenes democráticos", o sea exigirles que presenten lo que se 

ha llamado una "declaración de fe democrática". Con eBn, según los 

redactores del Acto, se mantiene en el personal de la administración 

a personas que trabajan a desgano o aún que actúan contra el servicio.

El punto merece una digresión: la exigencia de efectuar declaraciones 

de fe democrática era consecuencia de una vieja ley aprobada durante 

la segunda guerra mundial. No planteaba problemas tal declaración de 

"adhesión al sistema republicano representativo de Gobierno" establecido 

en la Constitución, mientras el Uruguay tuvo un régimen democrático. 

Con la irrupción del régimen militar y la quiebra democrática, se dio 

otro contenido a esta obligación. Un primer decreto de mayo de 1974 

N9 351/974 se dirigió contra la Universidad, estableciendo que la 

"carencia de notoria filiación democrática..." era causal de destitución,
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obligando a las autoridades interventores de dicho centra de estudios 

a requerir informes de los servicios de seguridad (Policía y Fuerzas 

Armadas), quienes determinarían la '‘filiación democrática" del funcio­

nario o candidato en cuestión* Como ésto levantó una ola de protestas 

se dictó la Ley 14,240 de 1® de agosto de 1974, que legalizó la 

persecución ideológica, pero extendiéndola ahora a todos los funciona­

rios del Estado y no sólo a los de la Universidad, Se estableció como 

requisito esencial para ocupar cargos en el Estado ("a todos los funcio­

narios o empleados de la Nación, cualquiera sea la naturaleza de sus 

funciones, el régimen de reclutamiento, condiciones de pago y situación 

jurídica", dice el ert.2), o para seguir desempeñándolos, una "declaración 

jurada de adhesión al sistema Republicano Representativo de Gobierno...”. 

La falta de tal declaración jurada o una declaración falsa, falsedad 

surgida también aquí de los informes de los organismos de seguridad del 

Estado, entraña la destitución y en su caso prisión por haber declarado 

falsamente. La verdadera depuración a fondo y destitución de funciona- 

rios comenzó con una Resolución del Ministro de Educación y Cultura 

(a le que siguieron otras de otras dependencias), estableciendo un texto 

uniforme de declaración jurada en el que, además de adherir al sistema 

democrático se jura "no haber pertenecido, ni pertenecer a las organiza­

ciones antinacionales disueltas por el Poder Ejecutivo, así como a toda 

otra que atentare contra el actual sistema de gobierno". Aceptando 

también el firmante que la falsedad de su declaración constituye delito 

según el art. 239 del Código Penal. Como se deduce fácilmente, un texto 

de esta naturaleza permite destituir a todo funcionario que se oponga a 

la actual dictadura militar o que, aún en el pasado haya integrado 

organizaciones populares perfectamente legales como, tan sólo por citar 

algunas: Partido Socialista, Partido Comunista, Unión Popular, Federación 

de Estudiantes Universitarios (FEUü), Convención Nacional de Trabajadores 

(CNT), etc. etc.
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En una palabra, normas persecutorias, inconstitucionales, que presuponen 

al mismo tiempo diversos absurdos: que la actual dictadura es un régimen 

democrático; que quienes exigen la adhesión al sistema Republicano 

Representativo son precisamente quienes han terminado con 61; y que 

quienes se oponen de distintas maneras a la dictadura y exigen el retorno 

a la vida democrática son "antidemócretas".

La permanencia en su cargo de un funcionario público ya no dependerá 

de sus méritos o su dedicación, sino del juicio que sus antecedentes, 

actitudes o ideología políticas, merezcan a los servicios de seguridad 

(Policía y Fuerzas Armadas), £1 procedimiento que se sigue es la 

expedición de 3 clases de certificados de "antecedentes políticos" (o de 

fe democrática):

- a quienes se les otorga el A : pueden conservar sus empleos;

- a quienes se les otorga el C : serán inmediatamente destituidos por 

tener "antecedentes negativos ...";

- a quienes se les otorga el Q : pueden ser destituidos, pero tal 

decisión se deja librada al "buen criterio" de los jerarcas directos 

del funcionario.

En conclusión, todo el mundo está fichado y catalogado, pues este sistema 

de los certificados se va extendiendo a la actividad privada, se exige 

de los dirigentes sindicales y provoca también despidos. Por razones de 

espacio este aspecto no será considerado ahora.

Régimen de inamoyilidad

Antes de entrar a la parte dispositiva del A.I. , resumiremos brevemente 

cuál era el régimen jurídico de estabilidad en el cargo o de inamovilidad 

del funcionariado público. Representaba un sistema avanzado en materia 

de garantías para los trabajadores y empleados del Estado que no tendía 

-como dice el Acto- a hacer "invulnerable" al funcionario, ni a mantener 

el servicio cíe la administración a los malos funcionarios. Tenía por
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objetivo ponerlos a salvo de persecucicr.es políticas» que pudieran surgir 

de eventuales cambios de gobierno y de orientaciones, buscar su indepen­

dencia y por directa consecuencia lograr una mejor administración 

pública» Podemos decir también que su funcionamiento demostró les 

excelencias del sistema, en el que se combinaba una justa aspiración de 

seguridad en el trabaja, con una mejor administración. Luego de muchos 

años de esfuerzos y luchas, se había logrado incorporar en la Constitución 

un régimen llamado de "inamovilidad” para casi todos los funcionarios al 

servicio del Estada, con muy pacas excepciones» Un funcionario presupues­

tado (permanente) -o sea no contratado a término o para una tarea 

detrminada- solamente podía ser destituido si incurría en algunas de 

estas tres causales: ineptitud, omisión o delito y siempre, luego de 

que se le diera adecuada oportunidad de presentar sus descargos y de 

defenderse. Para aquellos funcionarios pertenecientes a la administración 

central (Gobierna y Ministerios, servicios centralizados) se requería 

además obtener el acuerdo de la Cámara de Senadores para poder destituir­

los. Si pertenecían a las Intendencias Departamentales el acuerda 

requerido era la autorización de la Junta Departamental respectiva. Como 

último recurso, les quedaba todavía la posibilidad de recurrir ante la 

justicia administrativa (Tribunal de lo Contencioso Administrativo) para 

que ésta dejara sin efecto, anulándolo, un acto de la administración 

contrario a una regla de derecho o cumplido con desviación de poder. No 

esté demás recordar aquí que el A.I. N® 8 además de consagrar la pérdida» 

de la independencia del Poder Judicial y por lo tanto de la Corte de 

Justicia, eliminó también la independencia del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo, como más adelante se explicará.

Acto Institucional NH 7

Establece un régimen de "disponibilidad" que alcanza a los funcionarios 

dependientes de:

- la Administración Central (Poder Ejecutivo, Legislativo, Ministerios, 
etc);

persecucicr.es
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- Entes Descentralizados y Autónomos (Bancos del Estado, servicios públicos 

enseñanza, empresas comerciales e industriales);

- Intendencias Departamentales;

- Tribunal de Cuentas, Corte Electoral, 

(Arts, 1 y 11)

En esta etapa quedaron excluidos los funcionarios dependientes del Poder 

Judicial, pero de ellos se ocuparía después el A.I. No, 8.

Todos los funcionarios, de todas las categorías, pertenecientes a los 

organismos citados, quedan en lo que se llama situación de disponibilidad . 

Habrá dos clases o tipos de disponibilidad:

- simple o común. Dictado el acto administrativo correspondiente de pase 

a disponibilidad, y si el funcionario afectado no fuera destinado a otra 

dependencia (redistribuido), cobrará su sueldo íntegro durante un año y 

la mitad de su sueldo los 6 meses siguientes, cesando de cobrar al 

vencimiento de este término;

- calificada. Dictado el pase a disponibilidad, si no fuera resdistribuído 

cobrará su sueldo íntegro durante 6 meses y medio sueldo los 6 meses 

siguientes, cesando de cobrar al vencimiento de este término.

En cualquiera de ambos casos (simple y calificada) si el funcionario tiene 

un título universitario (profesión liberal), sólo gozará de sueldo íntegro 

durante 6 meses, cesando de cobrar al vencimiento de este término (arts. 2, 

3, 5 y 8).

Esto significa que dictado el pase a disponibilidad de un funcionario, a 

menos que sea resdistribuído a otra dependencia, quedará destituido luego del 

transcurso del tiempo que se indica. Se otorga al acto administrativo de 

pase a disponibilidad, un carácter "discrecional", lo que significa que ni 

el acto mismo ni la destitución que le sigue, podrán ser impugnados ante 

la Justicia Administrativa; que el damnificado no tendrá recursos ni acciones
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legales que oponer contra su despido (art, 4),

Con respecto a aquellos cargos que han sido o sean calificados como de 

"particular confianza", no rige este sistema; quedan sin ninguna garantía 

y puede destituirse a sus titulares en cualquier momento sin expresión de 

causa y sin el pago de indemnización alguna (art.6). Normalmente se atribuye 

esta categoría a jefes de departamentos, de reparticiones, etc..

Finalmente todas las designaciones que se realicen en el futuro para ingresar 

a la administración pública, lo serán con carácter provisorio por el término 

de un ano, durante cuyo plazo podrán ser destituidos sin expresión de 

motivos (art.15).

Bate es en apretada síntesis el sistema que los redactores del Acto consideren 

"todavía excesivamente generoso" {Considerando VIIl). En base a el el 

gobierno y toda la administración dispondrán de la facultad de despedir 

funcionarios, sin limitación alguna. Según sean las circunstancias podrán 

acudir al sistema de exigir "certificado de antecedentes políticos" (fe 

democrática), o ampliar el número de cargos considerados como de particular 

confianza o recurrir al más simple procedimiento del Acto Institucional 

No, 7 ( régimen de disponibilidad )•

Consecuencias que trajo aparejadas

Este régimen ha sido utilizado para llevar adelante una monstruosa y enorme 

persecución política e ideológica en el intento del régimen militar de 

limpiar la administración pública de toda clase de opositores.

En el momento de redactar este informe puede decirse que el objetivo está 

plenamente logrado. Es difícil si no imposible establecer cifras de despedidos 

por todos estos procedimientos, pero seguramente llegan a varios miles. Ningún 

sector de la administración pública ha quedado a salvo, sea la enseñanza, 

la salud pública, la seguridad social, los servicios públicos, los entes 

comerciales e industriales del Estado, las administraciones municipales,
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En Id que respecta a los funcionarios de la Administración de Justicia, 

que habían quedado al margen de las disposiciones del A.I. No. 7 fueron 

inmediatamente comprendidos en sistema similar, por el Acto Institucional 

No. 8, de Julio de 1977.

-oOo-
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ACTO INSTITUCIONAL No. 8 - 12 de Julio de 1977

Subordinación de la Justicia al Poder Ejecutivo

Le aprobación del Acto Institucional No. 8, vino a constituir el golpe de 

gracia a la independencia de la administración de justicia, al hacerle 

perder su anterior calidad de Poder del Estado y al subordinarla en múltiples 

aspectos al Ejecutiva, a través del Ministerio de Justicia.

El A. I. No. 8 al igual que los anteriores modificó la Constitución sin 

seguir los procedimientos establecidos al efecto.

Al quitarle a la Corte de Justicia le denominación de Suprema y muchas de 

las facultades que le Constitución le reconoce, lo explica así: "el órgano 

máximo jurisdiccional que ahora deja de ser Suprema Corte por no corresponder 

la denominación en el orden institucional, ya no está en la cúspide de un 

Poder del Estado..." (Considerando Xl). La disminución de jerarquía 

institucional de la Corte implica que deja de ser el jerarca administrativo 

del servicio, en beneficio del Ministerio de Justicia (modificando la Sección 

XV de la Constitución), lo que repercute desfavorablemente sobre la necesaria 

independencia de que deben disponer los Magistrados para cumplir adecuadamente 

sus funciones, en particular cuando se trata de la protección de los derechos 

fundamentales. En efecto, la independencia frente al poder político es 

requisita esencial para administrar Justicia, a salvo de presiones derivadas 

de hechos circunstanciales.

Ya en 1959, en su Congreso de Nueva Delhi la Comisión Internacional de 

Juristas había dicho que: "en materia de protección constitucional como de 

derecho administrativo, la protección del individuo depende en definitiva 

de la existencia de un poder judicial culto, independiente y valeroso, 

capaz de hacerse respetar ". Y que resulta indispensable en toda sociedad 

libre regida por el imperio del derecho que "el Juez ejerza sus funciones

libre de toda intromisión por parte de los poderes ejecutivo o lesgisletivo..."
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Nombramientos y destituciones en lq administración de justicia

La teoría del derecho acepta unánimemente que uno de los principales requisi­

tos para asegurar la buena administración de justicia es el de garantizar la 

inamovilidad de los Magistrados, sin perjuicio de establecer la posibilidad 

de destituirlos en casos excepcionales, mediante un procedimiento seguido 

ante organismos judiciales y en el que se asegure al Juez las mismas garan­

tías que debe tener un acusado en un juicio penal.

En el régimen Constitucional uruguayo, los miembros de la Suprema Corte de 

Justicia y los miembros del Tribunal de lo Constándose Administrativo (TCA) 

eran designados y eventualmente destituidos por la Asamblea General Legislativa 

La Suprema Corte era la encargada de designar a los miembros de los Tribuna­

les de Apelaciones, necesitando la aprobación de la Cámara de Senadores. 

También a la Suprema Corte correspondía designar a los Jueces Letrados 

(Abogados); con carácter definitivo si el nombramiento recaía en ciudadanos 

que ya pertenecían con una antigüedad de dos años a la Judicatura o al 

Ministerio Público y Fiscal¡ con carácter de interinos por 2 años cuando no 

tuvieran tal antigüedad o fueran personas extrañas a la carrera judicial. 

También a la Suprema Corte correspondía nombrar a los Defensores de Oficio 

permanentes (que son funcionarios judiciales), a los Jueces de Paz (nombra­

dos siempre por períodos de 4 años) y a todos los empleados del Poder Judicial. 

Tres principios podían señalarse entonces: la Suprema Corte de Justicia, 

organismo máximo del Poder Judicial ejercía la superintendencia directiva, 

correctiva , consultiva y económica sobre todos los Tribunales y Juzgados; 

tenía la facultad de nombrar, promover y destituir a todos los miembros del 

Judicial, incluidos los Jueces; estos últimos permanecían en funciones 

durante "todo el tiempo de su buen comportamiento"-

El Acto Institucional No. 8 vino a alterar todo el sistema descripto. Los 

miembros de la Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Administra­

tivo serán designados por el Consejo de la Nación, a propuesta del Ejecutivo
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(arts. 3 y 23). El Consejo de le Nación es un nuevo organismo al que nos 

hemos referido extensamente al comentar el Acto Institucional No. 2.

La designación de les Jueces y Defensores de Oficio permanentes se hará ahora 

por el Ejecutivo, a propuesta de la Corte de Justicia. De igual manera se 

procederá en cuanto a traslados y promociones, Pero se dispone expresamente 

que el ejecutivo podrá “nombrar, trasladar o promover” a personas distintas 

de las propuestas por le Corte, sin necesidad de explicar los motivos por 

los que se aparta de la recomendación [arts.6, numerales 5-6-8; art, 17).

En cuanto al resto del funcionariado judicial, como personal técnico, 

administrativo y de servicio, pasan a ser directamente designados por el 

ejecutivo (art. 47).

Con respecto al régimen de destituciones, la situación as la siguiente: 

Se reconoce expresamente que el "ejecutivo es titular del ejercicio de Ir 

potestad disciplinaria tratándose de actos o hechos que afecten el servicio 

de la justicia en el plano administrativo” (art. 7). Ante omisiones de la 

Corte de Justicia, cuando de ellas pueda resultar perjuicio para el interés 

público, o el particular □ "descrédito para la justicia”, el Ejecutivo 

intervendrá para imponer las correcciones del caso (art. 9). Los miembros 

de la Corte de Justicia y del TCA pueden ser destituidos por el Consejo dw 

la Nación (art. 8). Los Magistrados judiciales (jueces) pueden ser destituidos 

por el Ejecutivo; tratándose de Jueces Letrados (Abogados) se requerirá 

venia del Consejo de Estado (art.10). También el Consejo de Estado es un 

nuevo organismo, que pretende sustituir al Podar Legislativo y al que nos 

hemos referido in extenso al comentar el A.I. No. 2.

De la forma en que ahora queda reglamentado el punto de la potestad discipli­

naria, se elimina el "juicio de responsabilidad" prevista por el Código de 

Organización de los Tribunales, para el caso en que un Juez incurriere en 

ineptitud, omisión o delito. Dicho sistema había funcionado convenientemente; 

se trataba de un procedimiento en el que se aplicaban todas las garantías




